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NDAMENTOS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-201,{-PA/TC, publicada en el diario
oficial El Pcruano el 29 de agosto de 2014. este Tribunal estableció, en el

49, con carácter de precede¡rle, que se expedirá sentencia ¡rterlocutoria
diclada sin rrás trámite. cuando se presente alguno de los siguientes

lmenle estáo contenidos en el artículo I I del Reglamcnlo
Normalivo del liibünel Conslitucional

(l)

Carezca de fundamcnlación la supucsta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecho conlenida en el recurso no sea de especial
trascendenci¿ corlstitucional,
La cuestión de Dcrccho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constitucional.
Se haya decidido de mancra descstimaloria e¡ casos sustancialmente iguales.

2. Ilñ cl prcse¡te caso, se evidencia que el recurso de agravio no está rcfcrido a una
cucslión dc Dcrccho de especial trascendencia constitucional. AI respcclo, un
recurso carecc dc esta cualidad cuando no está relacionado con el contenido
constitucionalmente protegido dc un derecho lundamental; cuando versa sobre un
asunto materialmente excluido dcl proceso de tutela de que se trata; o, finalmente-
cuando lo pretendido no aludc a un aslr¡lo que requiere una tutela de especial
urgcncia.

l. Expresado de otro modo, y teniendo en cuenta lo precisado e¡ cl lundalnenlo 50 de
la scntcncia cmitida cn el Expedienle 00987-201¿i-PA/TC, una cucstión no rc!iste
especial trasccndencia conslilucional en los siguientes casos: (l) si una lulura
resolución del Tribunal Constih¡ct)nal no resulta indispensable para solucioner un

a)
b)

c)

SENTENCIA INTERI,OCUl'ORIA DEL'I'RIBUNAL CONSTITUCIONAT,

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don tirwing I{ommel Rázuri
Mcndoza contra Ia resolución de lojas 338, de fecha 2 de noviembre de 2016, expedida
por la Primera Sala Civil de la Corte Superjor de Justioia de Cajarnarca que declaró
improcedente la demanda de autos.
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conflicto de relevancia constitucional, pues no existe lesión que conlpromela el
derecho fundameotal i¡lvolücrado o se 1rala de un asunto que no corresponde
resolver en la vía constitucional; o (2) si no existe necesidad de tutelar de ma¡era
urgentc cl derecho conslil!¡cional invocado y no median razones sub_jetivas u

objetivas que habiliten a este órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de
londo.

En cl prescntc caso, el recurrente solicita que se declare nula la Resolllción ll. de
l¡cha I I de mayo de 2015 (1. 135). expedida por la Sala Penal de Apelaciones de la
Corte Superior de Justicia de Cajamarca, que rcvocó la decis;ón de primera
instancia o grado y, refon¡ándola, declaró infundada su cxcepción de

ia de acción deducida cn cl proceso penal que se le siguc por h
d delito dc estafa, en aSravio dc Céminis Correlaje & Construcción

ntratos criminalizados y que Ios fi¡ndamentos de sn ctcepción cleben ser
valorados en la sentenc;a quc ponga fin al proceso penal, qulr no sc ha conlrastado
ios hechos y que no cxiste docu¡nento alguno que demuestrc que el dinero haya
egresado de las cuentas de Ia errpresa. En tal sentido, acusa la vulneración de sus
derechos a la tutcla jurisdiccional efectiva y al dcbido proceso en su manifestación
del derecho a la debida rnotivación de las resolucionesjudiciales.

5. A.juicio de esta Sala del Tribunal Constitucional. el recurrente objela la apreciacron
láctica yjuridica realizada por la Sala Penal de Apelaciones de la Corle Superior de
Juslicia de Caiamarca. al desestimar su excepción dc irnprocedencia de accion
porque sus argunrentos sc circunscriben, prinlero, a slr irrcsponsabilidad penal, los
que deben ser valorados en Ia sentencia que concluya el juzgamiento penal y,
segundo, a objetar eljuicio de Iipicidad por ausencia de un elemento del tipo penal
de estafa. Por ser el análisis de ambos extremos propio de la función de
inlerprelación y aplicación dcl Derecho penal que corrpete a los jLteces de dicha
especialidad y no a la judic¡Iüra constitucional, resulta evidente que el recurrenlc
acude al dmparo pretendiendo el reexamen de Ia resolución cuestionada- Por tal
razón. no correspondc enrilir un pronunciamiento dc londo.

6. En consecuencia, y de lo expucsto en los fundamentos 2 a 5 .rrpra, se verifica que
el presenle recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en el
acápite b) dcl irndamento 49 de la sentencia emilida en el Expedienre 00987-2014-
PA/I-C y en el inciso b) del atículo 11 del Rcglamenlo Normativo del 'fribunal
Conslitucional. Por esta razón, corresponde declarar, sin más trámite, improcedentc
el recurso de aSravio constitucional,

quc la Sala superior denrandada ha scñalado que ahora existen los
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Por estos funda¡nentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
confierc la Constillrción Polílica del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrcra, convocado para dirimir la discordia suscilada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa.

R I]SU I]LVE

Dcclarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio conslilucional porque la cuestión dc
derecho contenida cn cl recurso carece de especial kascendencia constilucional,

-t\
\,tf ITANDA CANAI,ES
SAITDÓN D!] ]'ABOADA
IISPINOSA-SALDANA L<-'

Lo gue
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Coll la potcstad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la poDencla

de mi colega magistmdo, emito el presenle voto singular, para expresar lespetuosamente
que disiento del precedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014'PNTC,
SEN'IHNCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

conlinuación expongo:
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EL TRTBUNAL CoNSTrrucroNAL coMo coRlE DE REVISIóN o FALLo y No DE

CASACIÓN

2- La Ley Funda-'nental de 1979 establcció que el Tribunal de Garantías
CoÍrstitucionales era un órgano de control de Ia Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el lerritorio nacional para conocer, en vía de casacíón, de los habeas corpus
y amparos denegados po. el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instarcia habilitada para fallar en lbrma dcfinitiva sobre la causa- Es

decir, no se pronunciaba sob¡e los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dcrcchos recon,¡uidrs en la Con.tituciun

3. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgárica del Tribunal de GarantÍas
Constitucionales, \,igente en ese momento, estableció. en sus atículos 42 al46, que
dicho órgano. al encontrar una ¡esolución dencgato.ia que ha violado la ley o la ha
aplicado en lorma crrada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar la dellciencia, devolve¡á 1os actuados a la Colte Suprema de Justicia de la
República (recnvío) para que emita nuevo li¡llo siguiendo sus lineamienros,
procedimie¡to que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante anenazas y vuineración de derechos l'ue seriamente
modillcado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se ampliao los
mecanismos dc tutela de dos a cuatro, a saber. habeus corptrs, ampañ, habeas dutct
y aoción de cumplimie[to. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como ó¡gano de cont¡ol de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
oalifioa e¡róneamente como "órgano de control de Ia Constitución". No obstante, en

L La Constitución de 1979 creó el Ttibtmai de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convifió al T¡ibunal Constitucional
en instancia dc fallo. La ConstitL¡ción del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la cleación de un órgano ¡?d ¿oc, indepeüdiente del Pode¡
Judicial, con la tarea de gaúDtizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos lindamentales.
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mateia dc procesos conslilucionales de la libertad, la Consfitución establece que el
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Politica del Perú, e¡ su articulo 202, inciso 2,
presc¡ibe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úlli a y
deinit¡rct ifistancia, las resoluciones denegalorias d¡clLldds en los procesos de

habeas corpus, dmparo, hdbeas data y acción de cumplimiento". Esta disposicion
constitucionai, desde una posición de tianca tutela de los de¡echos fundamentales,
exige que el I'ribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectum diversa
contravend a mandatos esonciales drl la Constitución, como son el principio de

del'ensa de la persona humana y el respelo de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "ld obsenancia del debído proceso y tutela
jurisdiccional. Ningund persona puede ser desviada de ld jurisdicción
predetermiúado por la ley, ni so elido a prccedimíento disti to de los previamente
e:lablecidos, ni juzgada por órga os jülisc¡iccionales de excepción ni por
canisiones especiales creadas atl efecto cualquieru .red su denom¡nac¡ón't.
consagrada en el artículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a difere¡cia de 10 que acontece en otros paises, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiorari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyellte optó por
un ór'gano supremo de interyretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados plocesos de la libe¡tad cuando el agraviado no haya obtenido una
protccción de su de¡echo en sede del Poder Judicial. En otÉs palabras, si lo que
está en discusió¡ es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se

dcbe abrir la via correspondiente para que el 'lribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta \,ía solo se produce si se permite al
peticiona¡te colaborar con los jueces constitucionales mediante un pomenorizado
¿nali.i¡ de lo quc se pretende. de lo que 'e inr ora.

7. Lo constituciol1a] es escuchar a la p¿!l1e como concretización de sr¡ derecho
irre¡r¡nciable a la defe¡sa; además, u¡1 Tribunal Constitucional constituye el más
etectivo medio de del¿nsa de los derechos fündamentales frente a ios poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

il1ililililutflil 1ilil
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trll. DIRECHO A sER oÍDo coNlo ]IA¡_IFESTACIóN DE LA DEMocRATIz-acIóN DE t,os
PRoCESOS CoNSt ITUCIoN^LEs DE LA LIBERTAD

8. La ad1¡inislración de iusticia constitucional de la libertad que brinda el T b¡.l]ral

L-onsti¡uciollal. desde su creación, es rcspetuosa, como corresponde, dei derecho de

ty4
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delensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser

oído con todas las debidas garantías al interio¡ de cualquier proceso en el cual se

determinen sus derechos, intereses y obligaciones.

9. Precisamenie, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolució¡ constitucional
sin ¡ealizarse audiencia de vista está relacioÍado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretá[dose el principio de inmediación que

debe regi¡ en todo proceso constitucional-

10. Sobre la intervención de las pa¡tes, coresponde señalar que, en tanto que la
potestad de ¿rdminislrar juslicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda coD estricto respeto de los derechos inhe¡entes a todo se¡ humano, lo que
incluye el derecho a se¡ oido con las debidas garantías.

I l. Cabe añadir qLre la participación directa de las pa¡les, en defensa de sus intereses,
clue se concede e11 la audiencia de vista, también constituye un elemento que

democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de interés de

una persona sin permitirle alegar lo correspofldienle a su f'avor, 1() que resulta¡ía
cxcluycntc y antidemocrático. Ader¡ás, el Tribunal Constitucional tiene el deber
i¡eludible de optimiza¡, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justihcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un t bunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo sullciente las razones de de¡echo y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En cse sentido, la Cofe lnterame¡icana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defe¡sd "obliga al Estddo a tratar al indivíduo en todo momento como
un verdadero sujeto del proceso, en el nás amplto .\ent¡do de este concepto, y no
simplenenk co .to objelo del tfiismo" , y que "puru quc existu Jcbidu pruceso legal
es preciso que un j sticiable pueda hacer yaler sus derechos y defender sus

inlereses en Jbrma eJéctiva y en co diciones de igualdad procesal con otros
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' Corte IDIL Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviemb¡e de 2009,
párralo 29.

' Cort. IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentercia del 21 dejunio de 2002, pánafo 146.
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13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser

dcsvirtuado por el Tribunal Constituoional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho l ribunal es su intérprete supremo, pero no su refomador, toda
vez que como órgano coostituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso conslilucional de la libertad Ia denominada

"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera escncia juridica, ya q!¡e el T¡ibunal Constitucional no tiene competencia
pala "revisar" nimucho menos "¡ecalificar" el recuNo de agravio constitucional.

15. De confonnidad con los a¡tículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'f¡ibunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de Ia
Sala Superior del Poder Judicial. Al T¡ibunal lo que le corresponde es conocer dei
R C y pronunciarse sob¡e el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de

¡echazar dicho recurso! sino por el contrado de "conocer" lo que la pafie alega
como un aÉravio qLr< le cau.¿ indelension.

16. Por otro ]ado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su

aplicaoión lórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos especíñcos, a saber,

identillcar eD qr¡é casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni justillca¡lo,
co¡viefe el empleo de la precitada se¡tencia en arbitrario, toda vez que se podría
afecta¡, entre otros, el derecho fundamental de defensa, e¡r su manifestacióD de ser
oído con las debidas garantías. pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, alécta¡1do notablemente a los justiciables, quienes

tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional aútes de presentar su

respectiva demanda.

17. Por lo demás, mLúLtlis nulafidis, el precedente vinculantc contenido en 1á Sentencia
00987-201,1-PA/TC rcpite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, cor¡o en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una ¡eafi¡mación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libedad (supletoriedad, vía preria.
vias paralelas. litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constilucionales de la libe¡tad sean de

L¡na [atura]eza procesal distinta a la de los procesos ordina os no constitu]e un
motivo para que se pueda desvi uar la esencia principal del recurso de agrario
constitr¡cional.

I iliiil ffi ilt]il ililll
EXP. N.' 01,194-2017-PA/TC
CAJAMARCA
ERWINC ROMMEL RÁZUR] MENDOZA

tvt



'w
TRIAU NAL COT,¡ STITUG IONAL

20. Como atirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una deféns¿ total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prcstación jurisdiccional, cada cual al defcnde¡ su derecho
cstá defendiendo el de los demás y el de la comunidad clue resulta oprimida o
envilecida sin la proteoción j ud icial auléntica".

I I tilililtilt tilil ilt
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FERRERO COS'I'A rww / Loq a:

19. Por tanto, si se tiene en cuenta que Ia justicia en sede constilucional ¡ep¡esenta Ia

última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los

agraviados, volo a távor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
dcñnitiva. sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuenttan justicia en el Poder Judicial;
cspecialmente si se tiene en cuenta que, agotada la via constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino dc la jurisdioción internacional de protección de derechos

humanos.

s.


